INFORME DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID DE 20 DE JULIO DE 1999. SUBVENCIONES. CONCEPTOS DE BENEFICIARIO Y ENTIDAD COLABORADORA. IMPOSIBILIDAD DE MODIFICAR EL TITULO JURÍDICO A LO LARGO DE LA RELACIÓN SUBVENCIONAL

Se recibe en esta Intervención General consulta de la Intervención Delegada en “......................”, sobre la posibilidad de que  “XYZ”, beneficiaria de una subvención concedida al amparo de la Orden 2064/98 de la Consejería  “......................”, se convirtiese en entidad colaboradora y con ello se hiciesen por los mayoristas individualmente las inversiones a que estaba obligado el beneficiario como tal.

Al objeto de la consulta formulada se relacionan los siguientes 

ANTECEDENTES
1. El 6 de noviembre de 1998, se concedió por Orden del  “......................” una subvención a “XYZ” por un importe máximo de 282.356.362,- ptas, estableciéndose en la citada Orden las Condiciones Generales y Particulares de la misma, a las que el beneficiario, con fecha 30 de noviembre de 1998, como se determinaba en el apartado 1.6 de la Orden de concesión, prestó su conformidad.

A los efectos de la consulta planteada, la relación jurídica de la Administración con  “XYZ” se entablaba dentro del ámbito de la institución subvencional, en cuanto al alcance de la acepción beneficiario. Aun más, a instancias de la Intervención General, según escrito de 30 de julio de 1998, se solicitaba la clarificación de la relación jurídica de  “XYZ” aportandose al expediente escrito del Director General de “......................” de 17 de septiembre, en el que se manifiesta que “la inversión será afrontada por  “XYZ.”, siendo activos que pertenecen a dicha sociedad...toda la inversión será afrontada por dicha sociedad”

2. Se propone que  “XYZ”, se convierta en “entidad colaboradora”, de modo que no integre en su patrimonio el importe de la subvención ni ejecute la inversión que como beneficiario estaba obligado a realizar, sino que ésta pague a los mayoristas individualmente, que adquirirán la condición de beneficiarios de la subvención.

Teniendo en cuenta los antecedentes señalados, se efectúan las siguientes 

CONSIDERACIONES
1. Con carácter previo, es preciso distinguir el concepto legal de beneficiario de su acepción corriente o vulgar, extensible a todo aquel que se beneficia económicamente de las ayudas públicas.  Así, por ejemplo, en las ayudas a la enseñanza, como señala J. Pascual García, el beneficiario, en términos económicos, es el alumno que recibe gratuitamente el servicio, mientras que quien recibe los fondos públicos y está obligado a destinarlos a la finalidad para los que fueron concedidos, son los Centros Concertados. 

Hecha esta precisión, es evidente que las referencias  en el expediente administrativo a beneficiario  - “XYZ”- han de entenderse en la acepción legal, con las implicaciones jurídicas consiguientes. La Ley 2/1995, de 8 de marzo de Subvenciones de la Comunidad de Madrid distingue en su artículo 5 los sujetos participantes de las subvenciones, diferenciando con precisión el ente beneficiario de la entidad colaboradora y estableciendo en sus artículos 8 y 9 las distintas obligaciones de ambos.

En este sentido, el artículo 5 señala que el beneficiario “es el destinatario de los fondos públicos, el cual deberá realizar la actividad que fundamentó el otorgamiento de la subvención, ...”. “El reconocimiento del derecho a la percepción, supone un incremento de su patrimonio neto, asociado al incremento de un activo”, mientras que la entidad colaboradora es quien, “actuando en nombre y por cuenta del ente concedente entrega y distribuye los fondos públicos a los entes beneficiarios “.

2. La determinación del beneficiario, se efectúa en aplicación del artículo 4 de la Ley 2/1995 citada y Decreto 76/1993, de 26 de agosto, regulador del procedimiento para la concesión de subvenciones y ayudas públicas de acuerdo con los principios de publicidad, concurrencia y objetividad, previo establecimiento de las bases reguladoras y de conformidad con los criterios de selección en la concurrencia previamente establecidos.

Teniendo en cuenta la normativa referida, así como los antecedentes enumerados, considera esta Intervención que no es ajustada a derecho la propuesta planteada en la consulta, por las siguientes razones:

1.
En lo que respecta a  “XYZ”, beneficiario de la subvención concedida, está obligada a realizar la inversión para la que se la concedió la ayuda. Por su condición de beneficiario, debe realizar la inversión, que incrementará su activo y recibir los fondos públicos una vez acreditada la misma.

Aunque en la documentación que se acompaña a la consulta se ponen de manifiesto las dudas respecto a la posición jurídica de “XYZ” (9 y 16 de octubre, 5 de noviembre y carta de la Asociación”......................” de 9 de octubre), que quizá hubieran aconsejado su solución definitiva con carácter previo a la concesión, su aceptación como beneficiario de la subvención, le confiere una serie de derechos y obligaciones, vinculados a la sujeción especial de la misma ante la Administración, y aceptados expresamente, de los que no puede unilateralmente renunciar, sin considerar que previamente ha recibido fondos públicos.

En consecuencia, está obligada a realizar las inversiones que constituían la finalidad de la subvención en los términos establecidos. En su condición de beneficiario debe acreditar que las obras e instalaciones se han ejecutado según el proyecto aprobado y que las mismas han pasado a su activo inmovilizado, así como que han sido pagadas por él.

Su ejecución parcial, tal como consta en el expediente, puede dar lugar  a una revocación de la subvención, en la medida que existe un incumplimiento respecto a las obligaciones adquiridas en aplicación del artículo 8. a) y b) de la Ley 2/1995, procediendo inclusive a su reintegro si se acredita un incumplimiento de la finalidad para la que se le concedió la subvención o incumplimiento de las condiciones impuestas, tal como establece el artículo 11 del citado texto legal, previa tramitación del correspondiente expediente al efecto.

2.
El hecho de que los beneficiarios fueran los mayoristas y, por tanto, ejecutasen las inversiones y contabilizasen en su activo inmovilizado las mismas, recibiendo los fondos públicos, bien de la Administración de la Comunidad de Madrid, bien de “XYZ” como entidad colaboradora, supondría adquirir tal naturaleza fuera de la normativa aplicable, es decir, sin cobertura jurídica, puesto que sin haber participado en el procedimiento: solicitud (ejecución de las inversiones con posterioridad a la misma) , acreditación de requisitos para obtener la ayuda, criterios de selección, consentimiento previo..., se les concedería la subvención al margen de lo establecido en las bases reguladoras establecidas.

El sometimiento de la Administración a la legalidad que le es aplicable, da lugar a que la misma no pueda convenir el que, por consentimiento de las partes, el beneficiario - “XYZ”- se convierte en entidad colaboradora, y unos terceros - los mayoristas- en beneficiarios, puesto que  la voluntad de la Administración está sujeta a unos principios y normas que determinan su actuar, como son la Ley de Subvenciones y Decreto regulador del procedimiento para la concesión de las mismas, así como las bases reguladoras en lo singular, y en su virtud no puede otorgar o conceder subvenciones a terceros que devienen en beneficiarios, si los mismos no cursan su solicitud, si no cumplen los requisitos previamente establecidos por la Administración, si no ejecutan (en este supuesto) la inversión con posterioridad a la solicitud...etc.

3.
En el mismo sentido, cabe considerar la propuesta que el beneficiario se considere entidad colaboradora, en la medida que la modificación de la calificación jurídica y obligaciones que en su virtud se derivan  han de estar previamente normadas. Evidentemente, en la legislación nacional (art. 81.5 de la Ley General Presupuestaria) y en la legislación autonómica (art. 5.3 de la Ley 2/1995, de Subvenciones de la Comunidad de Madrid), se recoge el concepto de “entidad colaboradora”, pero lo cierto es que la voluntad de las partes (Administración de la Comunidad de Madrid y  “XYZ”) y la tramitación del expediente con los actos que le integran, entre ellos, el declarativo de concesión de la subvención, es que  “XYZ” se vinculaba jurídicamente como beneficiario, asumiendo los derechos y obligaciones inherentes a tal y no como entidad colaboradora. Por ello, aunque en derecho está recogida la figura de entidad colaboradora, las obligaciones adquiridas, así como los derechos atribuídos, son los propios del beneficiario, y, con tal alcance, tal como establecen las normas, deben ser exigibles .

Por otra parte, como ya se ha precisado, la hipotética consideración de  “XYZ” como organismo intermediario, daría lugar a que los perceptores finales de los fondos adquirirían la condición de beneficiarios, obligados a realizar las inversiones, a registrar el incremento de su activo inmobiliario... sin que en la adquisición del derecho de beneficiario se hubiera cumplido lo establecido en la normativa de subvenciones, tanto en la acreditación del cumplimiento de los requisitos, como en la tramitación de los correspondientes procedimientos y conformación de los respectivos consentimientos por las partes intervinientes.

Aún más, de acuerdo con el régimen jurídico establecido tanto en la Ley General Presupuestaria como en la Ley de Subvenciones para las entidades colaboradoras y para los beneficiarios, y, sobre todo, desde el punto de vista de las transferencias financieras a que da lugar, ambos conceptos son incompatibles, por lo que se precisaría, en todo caso, extinguir la relación jurídica existente como tal beneficiario antes de que nazca la obligación jurídica como entidad colaboradora, si bien, como se ha precisado, esta colaboración se efectúa con el ente concedente hacia unos beneficiarios , y éstos, los mayoristas, no han adquirido la condición de tales, y ni siquiera han concurrido para la adquisición de esta naturaleza.

De acuerdo con las consideraciones anteriores, se efectúan las siguientes

CONCLUSIONES

3. En el momento actual, teniendo “XYZ” la condición de  beneficiario, está obligado a acreditar el cumplimiento de las obligaciones que como tal el ordenamiento jurídico establece - art. 9 de la Ley 2/1995, de Subvenciones de la Comunidad de Madrid- con las consecuencias jurídicas que su incumplimiento pudiere determinar.

4. La condición de beneficiario determina que no puede conceptuarse como “entidad colaboradora”, puesto que por su régimen jurídico ambos conceptos son incompatibles, por lo que en estos momentos es inviable. La inadecuación de la  propuesta de que  “XYZ” actúe como tal, no sólo se deriva del actual “status jurídico” (beneficiario), sino de la posibilidad de  que los mayoristas adquieran la condición de beneficiarios de acuerdo con la normativa existente.
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